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ACCIÓN DE TUTELA

SENTENCIA
Procede el Tribunal a decidir la acción de tutela interpuesta en nombre propio por los señores Edgar Castaño Díaz, Carlos Arturo Torres y Álvaro Puentes Velásquez contra el Ministerio de Defensa Nacional, Comandante General de las Fuerzas Militares, Comandante del Ejército Nacional y Director General de la Policía Nacional, en procura de obtener la protección inmediata de sus derechos fundamentales a la libertad de culto, libertad de practicar y profesar sus credos, libertad de conciencia y derecho de petición.
El escrito de tutela
Sostiene la parte actora que en las escuelas de formación y demás unidades de la Fuerza Pública se ordena a sus miembros asistir obligatoriamente a los ritos religiosos católicos tales como misas, procesiones y otros, argumentando que se trata de actos del servicio.

Al respecto señalan que no todos los integrantes de la Fuerza Pública profesan la religión Católica razón por la cual el obligarlos a asistir a aquellos actos de una religión que no es la suya, ya que profesan otra fe, se torna en una conducta que agrede la libertad de cultos, la igualdad y el libre desarrollo de la personalidad, derechos que se garantizan desde la Constitución Política y demás leyes que se ocupan de la materia.

Afirman que resulta infructuoso manifestar que se profesa una confesión religiosa diferente a la Católica pues no se le permite a los no católicos reunirse con el propósito de adelantar actos propios de la religión que profesan. 
En este sentido elevaron una petición, el 5 de octubre de 2012, al señor Ministro de Defensa Nacional quien a la fecha no ha emitido alguno.
Por último señalan que los demandantes en la presente acción son pastores de la comunidad religiosa Evangélica que han recibido las quejas de diferentes miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional que por razón de la estructura jerarquizada que impera en dichas instituciones se ven impedidos para instaurar a nombre propio las acciones legales puesto que las consecuencias al interior de su entorno de trabajo se harían sentir, en detrimento de sus derechos personales y familiares.

En conclusión, reiteran que los no Católicos no pueden practicar su religión al interior de las Fuerzas Militares.
Trámite de la actuación
Por auto de 28 de mayo de 2013 se admitió la demanda de tutela y se ordenó su notificación a los señores Ministro de Defensa Nacional, Comandante del Ejército Nacional y Director General de la Policía Nacional, o a quienes éstos hubiesen delegado para ello, con el fin de que en el término de dos (2) días, contados a partir de la comunicación del citado auto, expusieran lo que considerasen pertinente para ejercer su derecho de defensa.
Así mismo, se decretaron los testimonios de los señores José de Jesús Moreno Esteban, Flober Castañeda López, Jhon Álvaro Caro Mendoza, Leandro Raúl Álvarez Mercado y Bautista Cárcamo Galé, miembros activos de la Fuerza Pública y uno de ellos en retiro, el señor Cárcamo Galé; así como las declaraciones de parte de los señores Edgar Castaño Díaz, Carlos Arturo Torres y Álvaro Puentes Velásquez, pastores evangélicos (Fls. 59 a 62 de este cuaderno).

Posteriormente, mediante proveído del 29 de mayo de 2013  se ordenó la vinculación a la presente acción, en calidad de accionado del señor Comandante General de las Fuerzas Militares con el fin de que en el término de dos (2) días, contados a partir de la comunicación de la citada providencia, expusiera lo que considerase pertinente para ejercer su derecho de defensa. (Fl. 63 ibídem).
Mediante escritos del 31 de mayo de 2013 el Secretario General de la Policía Nacional y el Subdirector de la Dirección Nacional de Escuelas de la Policía Nacional rindieron el informe solicitado (Fls. 79 a 82 y 83 a 144 ibídem).

Informe de la Policía Nacional
Por escrito del 31 de mayo de 2013 el Secretario General de la Policía Nacional rindió el informe requerido mediante auto del 28 de mayo de 2013, en los siguientes términos.
Señaló que en el presente caso no hay vulneración del derecho de petición del actor por parte de la Policía Nacional pues la solicitud de 5 de octubre de 2012 fue elevada ante el Ministerio de Defensa Nacional,  organismo con autonomía administrativa, financiera y patrimonio independiente, no ante la Policía Nacional. 
En consecuencia, afirma que respecto de la vulneración al derecho fundamental de petición, para el presente caso, opera el fenómeno de falta de legitimación en la causa por pasiva de la Policía Nacional.

Por otro lado, dice que la Policía Nacional no ha vulnerado los derechos a la libertad de conciencia y libertad de culto de los miembros de la institución sino que, por el contrario, garantiza a sus miembros el libre ejercicio de sus creencias religiosas.

Al respecto señala que en la Policía se respetan los postulados contemplados en el artículo 19 de la Constitución Política y en la Ley 133 de 1994 en la medida que se garantiza, al interior de la institución, la igualdad entre las diferentes religiones e iglesias para que se desarrollen libremente y en las mismas condiciones.

En respaldo de lo anterior allegan el Instructivo No. 004/DIPON – OGESI del 6 de enero de 2006, mediante el cual se imparten instrucción a los comandantes de Regiones de Policía, de Policías Metropolitanas, de Departamentos de Policía, directores seccionales, jefes de oficinas asesoras, jefes de grupos especializados y unidades desconcentradas en el sentido de que los miembros de la institución tienen libertad de escoger su religión. 

De igual forma advierte que el derecho a la libertad religiosa y de cultos no puede primar sobre el derecho general que tienen los colombianos a la defensa y seguridad; así mismo, no puede interferir en la actividad policial y menos aún en el cumplimiento de la Ley.

Por último señala que dentro del plenario no se evidencia prueba pertinente, conducente y útil que, por sí sola, demuestre de manera contundente y suficiente la existencia, sin lugar a dudas, de un perjuicio irremediable; en consecuencia, solicitan que se denieguen las súplicas de la acción de tutela porque no hay vulneración alguna de los derechos fundamentales de los accionados por parte de la Policía Nacional.
Informe de la Dirección Nacional de Escuelas

de la Policía Nacional
El Subdirector Nacional de Escuelas de la Policía Nacional rindió informe el día 31 de mayo de 2013.

Señaló que la institución no ha vulnerado el derecho fundamental a la libertad de cultos de ninguno de los actores toda vez que el acceso a los sitios espirituales es voluntario.

Al respecto señala que en la Institución se encuentra conformado un grupo interdisciplinario cuyas funciones están determinadas a realizar actividades de tipo preventivo que mejoren la calidad de vida de la comunidad educativa y que estimule estilos de vida saludable. 
Dicho comité está conformado por profesionales con diversos cultos sin que se afecte o direccione hacia una determinada creencia sino que se apoya la parte psicosocial y el proyecto de vida del ser humano miembro de la institución.

Dentro del régimen interno o Manual de Convivencia se estableció que los estudiantes tienen derecho a recibir una orientación que promueva la convivencia sin detrimento de la divergencia política, ideológica y religiosa; en tal sentido tienen derecho a practicar libremente su creencia religiosa mediante actos de oración o culto, sea individual o colectivamente, en privado o en público.

Dentro de la Institución y respecto del personal que profesa otro tipo de religión diferente a la católica se ha dispuesto que mientras se realiza la eucaristía dicho personal se puede reunir en un lugar o espacio apropiado y dispuesto para practicar su culto.

Mediante comunicado oficial No. S-2013-010641-DINAE-ASJUD 45-25 del 31 de mayo de 2013, de la Dirección Nacional de Escuelas, se informó al señor Edgar Castaño Díaz las actividades que realiza la Policía Nacional en aras de garantizar los derechos invocados por la parte actora.

Así las cosas la Dirección Nacional de Escuelas de la Policía Nacional solicita a la Sala que declare que la Institución no ha vulnerado derecho fundamental alguno de los actores y que, en consecuencia, deniegue las súplicas de la demanda.

Consideraciones de la Sala
El Despacho sustanciador, mediante autos de 28 y 29 de mayo de 2013, solicitó a los señores Ministro de Defensa Nacional, Comandante General de las Fuerzas Militares y Comandante del Ejército Nacional que en el término de dos (2) días, expusieren lo que considerasen pertinente y allegaran las pruebas que estimaren necesarias a fin de ejercer su derecho de defensa. 
Atendiendo a las peticiones elevadas por la parte actora concluye la Sala que lo pretendido por esta es que se amparen las libertades de conciencia, religiosa y de cultos y los derechos a la igualdad y de petición.
Regulación normativa de la libertad religiosa

1. La Constitución de 1991 en su artículo 19 consagró el derecho fundamental de cada persona de profesar libremente su religión en forma individual o colectiva de la siguiente manera:

“Artículo 19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva.

Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley”

2. El artículo antes citado tuvo su desarrollo normativo mediante Ley Estatutaria número 133 del 23 de mayo de 1994. Al respecto consagra que la protección del derecho fundamental a la libertad religiosa y de cultos se encuentra en cabeza del Estado Colombiano y lo contempla de la siguiente manera:

“(…)

CAPÍTULO I.

DEL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA

ARTÍCULO 1o. El Estado garantiza el derecho fundamental a la libertad religiosa y de cultos, reconocido en el artículo 19 de la Constitución Política.
Este derecho se interpretará de conformidad con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por la República.

ARTÍCULO 2o. Ninguna Iglesia o confesión religiosa es ni será oficial o estatal. Sin embargo, el Estado no es ateo, agnóstico, o indiferente ante los sentimientos religiosos de los colombianos.
El Poder Público protegerá a las personas en sus creencias, así como a las Iglesias y confesiones religiosas y facilitará la participación de éstas y aquéllas en la consecución del bien común. De igual manera, mantendrá relaciones armónicas y de común entendimiento con las Iglesias y confesiones religiosas existentes en la sociedad colombiana.

ARTÍCULO 3o. El Estado reconoce la diversidad de las creencias religiosas, las cuales no constituirán motivo de desigualdad o discriminación ante la ley que anulen o restrinjan el reconocimiento o ejercicio de los derechos fundamentales. Todas las confesiones religiosas e Iglesias son igualmente libres ante la Ley.

ARTÍCULO 4o. El ejercicio de los derechos dimanantes de la libertad religiosa y de cultos, tiene como único límite la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público, protegido por la ley en una sociedad democrática.

El derecho de tutela de los derechos reconocidos en esta Ley Estatutaria, se ejercerá de acuerdo con las normas vigentes.

(…)
CAPÍTULO II.

DEL ÁMBITO DEL DERECHO DE LIBERTAD RELIGIOSA

ARTÍCULO 6o. La libertad religiosa y de cultos garantizada por la Constitución comprende, con la consiguiente antonomía jurídica e inmunidad de coacción, entre otros, los derechos de toda persona:  

a) De profesar las creencias religiosas que libremente elija o no profesar ninguna; cambiar de confesión o abandonar la que tenía; manifestar libremente su religión o creencias religiosas o la ausencia de las mismas o abstenerse de declarar sobre ellas;

b) De practicar, individual o colectivamente, en privado o en público, actos de oración y culto; conmemorar sus festividades; y no ser perturbado en el ejercicio de estos derechos;

(…)

e) De no ser obligado a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales;

f) De recibir asistencia religiosa de su propia confesión en donde quiera que se encuentre y principalmente en los lugares públicos de cuidados médicos, en los cuarteles militares y en los lugares de detención;

g) De recibir e impartir enseñanza e información religiosa, ya sea oralmente, por escrito o por cualquier otro procedimiento, a quien desee recibirla; de recibir esa enseñanza e información o rehusarla;

(…)

i) De no ser impedido por motivos religiosos para acceder a cualquier trabajo o actividad civil, para ejercerlo o para desempeñar cargos o funciones públicas. Tratándose del ingreso, ascenso o permanencia en capellanías o en la docencia de educación religiosa y moral, deberá exigirse la certificación de idoneidad emanada de la Iglesia o confesión de la religión a que asista o enseñe;

j) De reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar comunitariamente sus actividades religiosas, de conformidad con lo establecido en la presente Ley y en el ordenamiento jurídico general.
ARTÍCULO 7o. El derecho de libertad religiosa y de cultos, igualmente comprende, entre otros, los siguientes derechos de las Iglesias y confesiones religiosas:

a) De establecer lugares de culto o de reunión con fines religiosos y de que sean respetados su destinación religiosa y su carácter confesional específico;

(…)

f) De anunciar, comunicar y difundir, de palabra y por escrito, su propio credo a toda persona, sin menoscabo del derecho reconocido en el literal g) del artículo 6o. y manifestar libremente el valor peculiar de su doctrina para la ordenación de la sociedad y la orientación de la actividad humana;

(…)

ARTÍCULO 8o. Para la aplicación real y efectiva de estos derechos, las autoridades adoptarán las medidas necesarias que garanticen la asistencia religiosa ofrecida por las Iglesias y confesiones religiosas a sus miembros, cuando ellos se encuentren en establecimientos públicos docentes, militares, hospitalarios, asistenciales, penitenciarios y otros bajo su dependencia.

Esta atención podrá ofrecerse por medio de Capellanías o de Instituciones similares, organizadas con plena autonomía por la respectiva Iglesia o confesión religiosa.

(….)” (Destaca la Sala)

3. Por otro lado, el Decreto 782 del 12 de mayo de 1995, por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 25 de 1992 y 133 de 1994 sobre la potestad del Estado Colombiano de celebrar Convenios de Derecho Público Interno, contempla lo siguiente:

“(…)

Convenios de Derecho Público Interno.

Artículo 13º.- Objeto. Es potestativo del Estado colombiano celebrar Convenios de Derecho Público Interno con las iglesias, confesiones y denominaciones religiosas, sus federaciones y confederaciones, especialmente para regular lo establecido en los literales d) y g) del artículo 6, en el inciso 2 del artículo 8 de la Ley 133 de 1994 y en el artículo 1 de la Ley 25 de 1992.

Además, el Estado colombiano de conformidad con los criterios establecidos en el artículo 14 del presente Decreto, podrá celebrar con las asociaciones de ministros convenios de derecho público interno para impartir enseñanza e información religiosa y ofrecer asistencia y atención religiosa por medio de capellanías o de instituciones similares a los miembros de las iglesias y confesiones religiosas y aquellas otras personas que así lo soliciten cuando se encuentren en establecimientos públicos oficiales docentes, militares, hospitalarios, asistenciales, penitenciarios y similares.

Artículo 14º.- Requisitos. Solamente estarán capacitadas para celebrar convenios de derecho público interno las entidades religiosas con personería jurídica especial o de derecho público eclesiástico.

El Estado ponderará la procedencia de la celebración de Convenios de Derecho Público Interno con las entidades religiosas atendiendo el contenido de sus estatutos, el número de sus miembros, su arraigo y su historia.

Los convenios de derecho público interno que versen sobre nulidad matrimonial, requieren que la entidad religiosa acredite poseer reglamentación sustantiva y procesal, en la que se garantice el pleno respeto de los derechos constitucionales fundamentales.

(…)” (Destaca la Sala)

4. Mediante Decreto 354 de 19 de febrero de 1998 el Estado Colombiano aprobó el Convenio de Derecho Público Interno número 1 de 1997 entre el Estado colombiano y algunas Entidades Religiosas Cristianas no Católicas, en el sentido de “(…) reconocer la diversidad de creencias religiosas, y establecer que el estado Colombiano protege a las personas en su culto, y a las Entidades Religiosas, para que puedan cumplir sus objetivos.” Así mismo señaló que “(…) la asistencia espiritual se encuentra en estrecha relación con derechos inherentes a la dignidad del ser humano, tales como las libertades individual, de conciencia, de cultos, de expresar y difundir su pensamiento y opiniones y que el Estado debe garantizar la creación de un vínculo institucional, mediante el cual las Entidades Religiosas que cumplan con los requisitos de ley, que cuenten con un buen número de fieles en gran parte del país y tengan varios años de haberse establecido en él, puedan ejercer la instrucción, guía y apoyo espiritual a quien la solicite en establecimientos docentes, militares, hospitalarios, asistenciales, penitenciarios y otros bajo la dependencia del Estado, asistencia que podrá llevarse a cabo por medio de capellanías o visitas por parte de una autoridad pastoral autorizada para ello, conforme lo establecido en el artículo 8 de la Ley 133 de 1994, (…)”.

Sobre la asistencia espiritual y pastoral, el Decreto 354 de 19 de febrero de 1998 contempló lo siguiente:

“(…)

Las Entidades Religiosas parte del presente Convenio, podrán prestar asistencia espiritual y pastoral cristiana no católica a los miembros de la Fuerza Pública y a las personas que ingresen a centros educativos, hospitalarios, asistenciales y carcelarios del Estado que la soliciten.

La asistencia religiosa cristiana no católica, será dispensada por los Ministros de culto designados por las Entidades Religiosas parte y a ellos se les prestará la colaboración precisa para que puedan desempeñar sus funciones en iguales condiciones que los Ministros de culto de otras Entidades Religiosas, reconocidas oficialmente por el Estado colombiano. La forma como se pactará la asistencia religiosa cristiana no católica deberá ser coordinada con la respectiva autoridad.” (Destaca la Sala)

Y especialmente, sobre la asistencia espiritual de los miembros de la Fuerza Pública consagró en su artículo XV que

“(…)

La asistencia espiritual tiene por objeto atender el servicio pastoral para los miembros de la Fuerza Pública, que sean fieles de las Entidades Religiosas parte, sin perjuicio de las actividades, funciones y disponibilidad propia de los miembros de la Fuerza Pública.

El Ministerio de Defensa Nacional a través de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, proporcionará todos los medios necesarios para que los Ministros de culto de las Entidades Religiosas que suscriben el presente Convenio puedan ejercer su función pastoral en igualdad de condiciones frente a cualquier otra Entidad Religiosa reconocida oficialmente por el Estado colombiano, en concordancia con el artículo 19 de la Constitución Política y la Ley 133 de 1994.

Cuando cualquier miembro de la Fuerza Pública solicite asistencia espiritual por parte de Ministros de culto de las Entidades Religiosas parte, el Comandante de la Unidad a que pertenezca el fiel facilitará las visitas periódicas del Ministro y proporcionará un lugar adecuado para la realización del culto, salvaguardando las condiciones de invulnerabilidad o de necesaria seguridad de las instalaciones correspondientes y el normal desarrollo de las actividades militares y policiales.

Los Comandantes regionales darán órdenes a los comandos locales para que coordinen con las autoridades de las Entidades Religiosas parte, y convengan la manera como ellos prestarán la correspondiente asistencia espiritual a sus fieles.” (Destaca la Sala)

Por último, el mencionado Decreto, sobre los lugares de culto en las instituciones del Estado señaló que:

“(…)

En el ejercicio de su misión pastoral, en especial la asistencia religiosa, las Entidades Religiosas que suscriben el presente convenio, tendrán derecho a utilizar un lugar destinado a la celebración de cultos en condiciones de igualdad con otras entidades religiosas reconocidas oficialmente por el Estado colombiano, en todas las instituciones que sean del Estado, sin que se pueda negar su acceso. Al efecto, el director o responsable de cada institución coordinará el ejercicio de este derecho, con todas las Entidades Religiosas parte del presente Convenio. (…)” (Destaca la Sala)

5. La  Resolución No. 3074 del 6 de agosto de 1998 del Ministerio de Defensa Nacional, reglamentó el cumplimiento del Convenio de Derecho Público Interno No 01 de 1997, estableciendo pautas para garantizar el derecho de libertad religiosa y de cultos, y la asistencia religiosa a los miembros de la Fuerza Pública.
En el artículo primero se insiste en el deber constitucional que les asiste a los comandantes de las Fuerzas Militares y de la Policía de respetar el derecho a la libertad religiosa y de cultos de sus miembros y  señala que para ello, deberán adoptar todas las medidas tendientes a su aplicación.

Por su parte los artículo segundo y tercero de la mencionada resolución, en relación con la asistencia espiritual y enseñanza religiosa de los miembros de las instituciones pertenecientes a la Fuerza Pública, señaló que no se puede obligar a un miembro de la fuerza pública a recibir asistencia religiosa, a practicar actos de culto o a concurrir a actividades religiosas contrarias a las de su creencia religiosa, ni limitar la asistencia religiosa ni su participación en actividades programadas por la entidad religiosa de la que es parte.
En los artículos cuarto y quinto señalan que para organizar la asistencia y enseñanza religiosa, los miembros de la fuerza pública, estos, pueden ser preguntados sobre su credo. Además consagra que la asistencia religiosa dentro de las instalaciones del Ministerio de Defensa, en los comandos de Fuerza y en las Unidades Militares y de Policía, solo podrá ser prestada por los ministros de culto de las entidades religiosas parte del convenio y por los Capellanes Castrenses.

A su vez los artículos sexto y séptimo señalan que los Comandos de Fuerza y la Dirección General de la Policía, tienen el deber de exigir a las entidades religiosas firmantes del convenio, la lista de sus ministros de culto autorizados, y éstas listas deberán difundirse a todos los estamentos de la fuerza pública; igualmente, estas autoridades deberán garantizar el ejercicio de la asistencia religiosa y pastoral en condiciones de igualdad con relación a otras entidades religiosas que gocen del reconocimiento del Estado y dispondrá en consecuencia de un lugar ecuménico para la celebración de los respectivos cultos.

Del inciso segundo del artículo séptimo del mencionado decreto se extrae que las autoridades deberán coordinar con las entidades religiosas, la forma en que se prestará la asistencia ministerial y pastoral, así como los horarios, siendo competentes para ello los comandantes de Unidades Operativas o sus equivalentes en la Armada y la Fuerza Aérea y los Comandos de Policía, según las  instrucciones que hayan recibido.

Por último el artículo octavo señala textualmente que “Todos los comandos militares y de policía, deben facilitar dentro de las instalaciones de sus unidades, la realización de actos de culto y demás actividades religiosas y garantizar la participación de la Fuerza pública en aquellos según sus creencias”

El caso concreto

Pretende la parte actora que se amparen sus libertades de conciencia, religiosa y de cultos así como el derecho a la igualdad que estima violados por las accionadas:

(i) en la medida en que en las escuelas de formación y demás unidades de la Fuerza Pública se ordena a sus miembros asistir obligatoriamente a los ritos religiosos católicos tales como misas, procesiones y otros, argumentando que se trata de actos del servicio.

(ii) ha resultado infructuoso manifestar que se profesa una confesión religiosa diferente a la católica, pues no se les permite a los no católicos reunirse con el propósito de adelantar actos propios de la religión que profesan.

Salvo la Policía Nacional, las demás entidades accionadas no contestaron el requerimiento del Tribunal.

En su defensa la Policía Nacional señala que en dicha institución se respetan los postulados contemplados en el artículo 19 de la Constitución Política y en la Ley 133 de 1994 en la medida que se garantiza la igualdad entre las diferentes religiones e iglesias para que se desarrollen libremente y en las mismas condiciones.

Con el fin de determinar si había lugar o no a la prosperidad de las pretensiones de amparo mediante auto de 28 de mayo de 2013 el Despacho sustanciador ordenó la práctica de unas declaraciones que fueron recibidas el 5 de junio pasado.
De los testimonios aludidos la Sala destaca lo siguiente.
1. El señor Carlos Arturo Torres (Fls. 149 a 151), Pastor de la Iglesia Evangélica, pensionado como funcionario civil del Ministerio de Defensa Nacional, y actor en la presente tutela, manifestó que durante su permanencia en el Ministerio de Defensa Nacional (instalaciones del CAN) entre los años 1976 a 1980, en una primera etapa, y, posteriormente, entre los años 1982 a 2002, en una segunda etapa, fue obligado a asistir a todos los ritos católicos como un acto del servicio. 
Señala que fue objeto de persecución directa por causa de su fe y se le obligaba a trabajar hasta altas horas de la madrugada teniendo, además, que cumplir con el horario de ingreso habitual de su puesto laboral. 
Al respecto afirmó que no comprendía la dimensión del asunto hasta que un día su jefe inmediato, al observar que entre sus cosas tenía un libro de formato similar al de la Biblia, le expresó en tono represivo “aquí está prohibido traer ese tipo de libros” e inmediatamente tomó el libro y lo arrojó al suelo.

Afirma que se les ha negado en reiteradas ocasiones un lugar para reunirse en comunidad: “incluso hoy día no tenemos un lugar para practicar nuestro culto”. 
Por último dijo que en algunas ocasiones se les impedía repartir de manera gratuita Biblias y Nuevos Testamentos en las puertas del Ministerio de Defensa Nacional. 
Agrega que en determinado momento se llegó al punto de que en algunas Unidades Militares el sacerdote mandaba a recoger y en algunos casos quemar los Nuevos Testamentos que eran obsequiados por los miembros de la iglesia Evangélica a los integrantes de la Fuerza Pública.
2. El Coronel ® de la Infantería de Marina de la Armada Nacional Bautista Cárcamo Galé (Fls. 154 a 157) manifestó que mientras estuvo en servicio activo, por más de treinta años, presenció al interior de las unidades militares en las que se desempeñó diversos abusos y violaciones a la libertad religiosa y de cultos. 
Refiere varios eventos entre los que destaca que encontrándose asignado a la Base de Coveñas, Escuela de Suboficiales de Infantería de Marina, de la cual era Comandante (e) invitó a un pastor evangélico para que diera una charla sin embargo cuando el mando naval se enteró arribó el capellán católico afirmando que ese culto estaba prohibido.

Indica que se le prohibió de manera directa por parte del Comandante del Battallón en Tumaco en el año de 1997, el Coronel Garzón Velandia y en el año 1998 por el Coronel Chilito el derecho a congregarse para efectuar ritos distintos del católico, incluso se le prohibió realizar ritos evangélicos en su casa fiscal.

Cuando estaba asignado al Comando de Unidades Fluviales en 1998 en Bogotá el Coronel Fernando Ortíz Polanía, Comandante de la unidad, desde el primer día que llegó le prohibió que hablara de religión y que pretendiera convertir a algún integrante de la unidad y en varias ocasiones le reiteró lo mismo.

En el 2005 en la Primera Brigada de Infantería de Marina el Coronel Rafael Colón Torres, siendo Cárcamo segundo comandante, dio órdenes específicas de que se corroborara que ni este ni su esposa estaban practicando el culto evangélico, constatando que ningún pastor evangélico arribara a su casa fiscal.

Finalmente expresa que advierte una relación de causalidad entre su culto evangélico y la circunstancia de que no fue llamado a General pese a que había logrado objetivos muy importantes contra distintas formas de criminalidad organizada:

“Sí. Aduzco como razones que tuve cinco grandes resultados operacionales antes del llamamiento al curso, a saber: la liberación sano y salvo del doctor Fernando Araujo Perdomo; la captura de alias Manuel, cabecilla de la cuadrilla 35 de la FARC; la baja en combate de Alias Martín Caballero, cabecilla de la cuadrilla 37 de la FARC, la derrota Militar de la cuadrilla Jaime Bate Mancallón del ELN y la desmovilización completa de la cuadrilla del ERP que delinquía en los montes de María. Resultados que en su debido tiempo fueron conocidos a nivel local a nivel regional, a nivel nacional y llegaron a ser conocidos en el ámbito internacional, tanto por la eficacia de las operaciones militares como de la aplicación de los derechos humanos al registrarse la desmovilización y entrega voluntaria de toda una cuadrilla de la guerrilla como lo fue la del ERP y otros grupos terroristas. Como comandante de la Primera Brigada de Infantería de Marina, participé tanto en el planeamiento, conducción, apoyo y dirección de estas operaciones militares conjuntas y que además se hicieron en forma coordinada con Unidades de la Policía, DAS, Fiscalía y CTI.”

3. El Mayor de Infantería de Marina, en servicio activo, Leandro Raúl Álvarez Mercado (Fls 158 a 160), actualmente segundo comandante del Batallón de Infantería de Marina No. 40 con sede en Tumaco dijo que como miembro de la iglesia Evangélica ha vivido y presenciado actos de discriminación religiosa al interior de las unidades militares en las que se ha desempeñado. 
“(…) siendo segundo comandante del Batallón de Infantería No. 40, con sede en Tumaco que junto a 3 batallones hace parte de la Cuarta Brigada de Infantería de Marina. Habíamos venido desarrollando con aproximadamente 300 correligionarios, nuestro culto en horas no laborales, especialmente los días sábado y domingo a las 3:30 de la tarde. Sin embargo, a raíz de una visita efectuada en el mes de agosto del año anterior, por parte del señor Almirante Rodolfo Amaya Kerguelén, comandante de la Fuerza Naval del Pacífico, cambiaron las cosas. En efecto el señor almirante en reunión efectuada con aproximadamente 40 oficiales de la brigada, manifestó que estaban prohibidos los ritos religiosos distintos al católico. Le manifestó al Coronel Brugés, Comandante de la Cuarta Brigada, si estaba clara su orden y en particular me interpeló, preguntándome “Mayor ¿está clara la orden?” a lo cual contesté, sí, señor Almirante. Después de eso no hemos podido practicar nuestro culto evangélico”

(Destaca la Sala)

Afirma que después de esta orden, la comunidad evangélica no ha podido practicar su culto y  constantemente se les recuerda la prohibición planteada por el Almirante Amaya. 
A raíz de lo anterior dice que “Ha habido episodios de conflicto entre los infantes regulares y los infantes evangélicos, los primeros increpan a los segundos por su condición religiosa.”.  
Por otro lado resalta que en el mes de agosto del año anterior, “(…) el señor Almirante Amaya estuvo acompañado de un Teniente de Navío el cual es el capellán de la Fuerza Naval del Pacifico, quien dio una charla e hizo una presentación en “Power Point” del concordato y la exclusividad del catolicismo como credo en las Fuerzas Militares y la prohibición total de práctica dentro de la institución de otro tipo de credo religioso (…)”.

Señala que en fecha muy reciente el señor Almirante Tobar Neira, Comandante de la Fuerza de Tarea contra el Narcotráfico con sede en Tumaco, en formación general, “ratifica la orden del Almirante Amaya, así como también que estaba prohibido que en las casas fiscales se evangelizara o se hiciera otro culto distinto al Católico.”.

Finalmente expresa “espero que este reclamo que estoy haciendo en defensa de mi libertad religiosa y la de mis correligionarios Novaya a significar un tropiezo en mi Carrera militar que he desempeñado con apego a las leyes y en el marco de la Constitución que consagra la libertad religiosa como un derecho fundamental.”.
Entrega al magistrado sustanciador una orden de asistencia obligatoria a los ritos católicos en dos folios, en concreto relativos a la celebración de Nuestra Señora de Fátima, que obra a folios 167 A a 168.

4. El Suboficial Jefe de la Armada Nacional, señor Flober Castañeda López, en servicio activo (Fls. 163 a 165), quien se desempeñó durante cerca de cinco (5) años en la Base de Bahía Málaga, perteneciente a la Fuerza Naval del Pacífico, a la cual también se encuentran adscritas las unidades ya mencionadas de la Armada Nacional con sede en Tumaco, Nariño, manifestó que por razón de su credo evangélico ha vivido y presenciado actos de discriminación religiosa al interior de las Fuerzas Militares:

“(…) me encontraba en la base de Bahía Málaga, la señora del Comandante de la Fuerza Naval del Pacifico, señora Patricia de Amaya, le dijo a terceras personas que iba a acabar la iglesia Cristiana de la Base. Entonces en los traslados de mitad de año, salí trasladado para la guarnición de Bogotá. A los pocos días de llegar a Bogotá, me llegó un documento en el que decía que me tenía que presentar en el CAN para hacer uso de 85 días de vacaciones que tenía pendiente a lo largo de mi carrera militar. Cuando fui donde el jefe de personal a preguntar sobre esta situación, que es un poco irregular, pues lo normal es que se salga con 30 días, entonces me dijeron que lo que tenía eran 85 días que son los 30 días de vacaciones más el acumulado. A partir del 8 de agosto debía salir a hacer uso de estos 85 días. Esta situación me resultó extraña. Cuando fui donde el señor Jefe de Personal de la Institución, a averiguar extrañado por la situación, dicho Jefe de Personal me dijo que eso era en realidad un llamamiento a calificar servicios. Entonces yo me extrañé mucho pues yo no tengo los 20 años de servicio, situación que también le fue extraño a él y consideró que pudo haber sido por un concepto negativo de mi jefe anterior, es decir, de mi jefe en el Batallón de Bahía Málaga. Hablé con mi anterior superior, en Bahía Málaga, y me aseguró que emitió un concepto positivo. Lo cual es cierto

(…) de manera que la única explicación que encuentro para este intento de retiro, son las motivaciones religiosas. Salí a disfrutar mis días de vacaciones, solicité al Comandante de la Armada una reconsideración de traslado exponiendo mis razones. Después recibí una respuesta a esa solicitud donde me dice que mi permanencia en la Armada Nacional se definirá mediante acto administrativo. Una vez terminados los 85 días, me presenté y fui asignado como Jefe de Casas Fiscales, cargo en el cual me desempeño actualmente.”

Por otro lado, el testigo señala que en el año 2010, la Red de Cristianos de la Fuerza Pública envió un oficio al Almirante Wills, entonces Comandante de la Fuerza Naval del Pacífico, en el que se menciona a cinco militares cristiano-evangélicos, a fin de que fueren autorizados para liderar el culto religiosos a las personas cristianas de la base Bahía Málaga. 
Posteriormente el Jefe del Estado Mayor, Capitán Gutiérrez, solicitó los nombres, cédulas y cargos de los cinco militares relacionados en los oficios; “al poco tiempo fueron trasladados dos de los cinco líderes”. Afirma el testigo que los líderes restantes, incluido el mismo testigo, quedaron intimidados para ejercer su culto, ante la implícita amenaza de traslado.

Otro hecho relevante, relatado por el testigo, acaeció en el año 2011 cuando el Sargento director de la emisora Marina Estéreo, en vista de la alta población de evangélicos, decidió crear un programa especial para esa población; en la tercera emisión el programa radial fue interrumpido “por órdenes del señor Almirante Wills, por considerar que era proselitismo religiosa, pese a que hay otro programa radial para el cura católico de la base”.

Por otro lado señaló que hacia el mes de febrero de 2012 los líderes evangélicos obtuvieron permiso del comandante del BASFLIN No. 4, Coronel Moreno, para hacer parte del programa de formación humanística integral que adelantan las Fuerzas Militares, en favor de infantes de marina profesionales que llegan de combate o que se encuentran en recuperación médica:

“(…) Pudimos dar hasta la tercera charla porque fuimos interrumpidos abruptamente por el jefe de estado mayor, Capitán de Navío Parra, que era encargado de la fuerza, quien dijo que estaba prohibido cualquier culto distinto al católico, que es el único autorizado por el Concordato. Después de ocurrido lo anterior fuimos requeridos por algunos infantes que prestan el servicio militar para darles asistencia espiritual, pero se nos negó la solicitud y en su lugar enviaron al sacerdote católico, sin embargo, los infantes no Católicos manifestaron que habían sido obligados a asistir a la misa católica.” (Destaca la Sala)

Como últimos hechos relevantes narrados por el testigo este manifiesta que “a los pastores de la comunidad se les permitía el ingreso a las instalaciones de la base (de Bahía Málaga) a fin de asistir espiritualmente al personal cristiano y a los líderes cristianos que desempeñan algún tipo de labor dentro de la base; no obstante, ese ingreso fue prohibido recientemente por el Comandante de la Fuerza Naval del Pacifico, señor Almirante Amaya. Esta prohibición no operó para los sacerdotes o capellanes católicos que asisten regularmente a la base y cuyo ingreso es totalmente permitido”.
5. El Intendente en servicio activo de la Policía Nacional Jhon Álvaro Caro Mendoza (Fls. 161 a 162) en diligencia de testimonio manifestó que no ha sentido que en la Policía Nacional, institución a la cual pertenece, se haya vulnerado su derecho fundamental a la libertad de cultos con motivo de su filiación evangélica; no obstante, señala que sólo presenció un episodio llamativo y lo relata de la siguiente manera:
“(…) en el año 2011, con motivo de la directiva de la dirección general de la policía que planteaba el recaudo voluntario del diezmo, se distribuyeron planillas con tal fin. Frente a mi nombre puse, en la planilla, que no iba a entregar el diezmo. Cuando se observó que eran numerosas las personas que se negaban al diezmo católico, se hizo una relación general (formación), se llamó uno a uno a los que se habían negado al diezmo, muchos se retractaron y decidieron aportarlo pero cuando se me preguntó públicamente el por qué no daba el diezmo, dije que era por mi creencia evangélica y fui retirado a un lugar del sitio de formación y el Comandante del Departamento de Policía dijo que se podrían tomar medidas al no ver la colaboración; que éramos unos privilegiados al estar trabajando cerca de nuestras familias; lo cual implícitamente lo entendimos como un traslado para aquellos que no habíamos colaborado con el diezmo. Aun cuando se presentó el episodio quiero dejar constancia que no hubo ninguna represalia”
(Destaca la Sala).
El testigo entregó al Magistrado sustanciador en un (1) folio copia del oficio a través del cual el Ministro de Defensa Nacional comunicó al Obispo Castrense de Colombia que el Ministerio no tenía objeción alguna para que se llevara a cabo la campaña del diezmo 2011, tal como se había efectuado en los años anteriores. (Fl. 169 ibídem).
Así mismo, adjunta en cinco (5) folios, copia de la Directiva Administrativa Transitoria No. 049/DIPON-OFPLA-23.2, sobre la campaña diezmo 2011 con la finalidad de:

 “Recolectar el Diezmo 2011, el cual consiste en la autorización personal y voluntaria que realizan los miembros de la Policía Nacional, del descuento de un día de sueldo básico, con destino al Obispado Castrense de Colombia, con el fin de cumplir con las obras de culto, caridad y apostolado, que promueve la iglesia castrense, en beneficio de los miembros de la Fuerza Pública”. 
Se agrega, además, la planilla de autorización del diezmo. (Fls. 170 a 174 ibídem).

6. El Capitán del Ejército Nacional, retirado, señor José de Jesús Moreno (Fls. 166 y 167), Pastor Evangélico y Presidente de la Asociación de Capellanes Cristianos de Colombia, afirmó que en el Hospital Militar Central, desde hace 8 años, no hay asistencia espiritual para los feligreses no católicos por determinación del capellán Católico de esa entidad:

“(..) quien en forma grosera rompió las escarapelas que teníamos los tres capellanes evangélicos que íbamos a brindar consejo, asistencia y oración a los enfermos y heridos del Hospital Militar”. 
Afirma que desde entonces no ha tenido acceso a las instalaciones de la institución.

Por último, resalta que en los centros de reclusión militar como Tolemaida, Escuela de Artillería y Batallón de Policía Militar No. 13 de Bogotá, en Puente Aranda los pastores de credos no católicos tienen dificultades y amplias limitaciones para el acceso a dichas instalaciones. 
En tanto los sacerdotes católicos entran sin ningún tipo de restricción: “si ellos quieren ir todos los días no hay ningún problema.” 
Agrega que igual situación se presenta en el Centro de Reclusión Militar de la Infantería de Marina en Bogotá, detrás de Compensar.
De las declaraciones mencionadas la Sala concluye lo siguiente.

Hay una serie de afirmaciones sobre la violación de las libertades de conciencia, religiosa y de cultos y del derecho a la igualdad.

Algunas de ellas corresponden a hechos ocurridos, esto es, que se consumaron en el pasado y respecto de las cuales la acción de tutela no puede ofrecer un remedio eficiente; o de carácter general que no permiten identificar autoridades que en concreto hayan incurrido en violación de los derechos fundamentales mencionados y respecto de las cuales se puedan dirigir órdenes de tutela.
De otro lado se encuentran otras declaraciones que servirán de fundamento para amparar las libertades de conciencia, religiosa y de cultos y el derecho a la igualdad, que corresponden a situaciones de violación que se encuentran en desarrollo y que ocurren, específicamente, en el caso de la Fuerza Naval del Pacífico, repartición de la Armada Nacional desde cuyo comando, primero el Almirante Wills y actualmente el Almirante Amaya, se han impartido órdenes claras en el sentido de que los cultos distintos al Católico se encuentran prohibidos.

Consecuente con tal determinación (i) se han impedido los ritos correspondientes distintos al Católico; (ii) se ha prohibido el ingreso de pastores o ministros de cultos distintos al Católico; y (iii) se ha obligado a asistir a oficios religiosos católicos.
A la luz de la actual Constitución la libertad religiosa es simultáneamente  una permisión y una prerrogativa. Como permisión significa que el hombre no puede ser obligado a actuar contra su creer y su sentir. Como prerrogativa, que nadie puede impedirle obrar de acuerdo con sus creencias y sentimientos, siempre y cuando el ejercicio del derecho se ajuste a los límites constitucionales y legales correspondientes.
 
En este sentido el artículo 6 de la Ley 133 de 1994, estatutaria del derecho a la libertad religiosa y de cultos, establece que tal garantía comprende el derecho “de recibir asistencia religiosa de su propia confesión en donde quiera que se encuentre y principalmente en los lugares públicos de cuidados médicos, en los cuarteles militares y en los lugares de detención” (Destaca la Sala). 

El artículo 8 de la misma Ley Estatutaria agrega que "para la aplicación real y efectiva de estos derechos, las autoridades adoptarán las medidas necesarias que garanticen la asistencia religiosa ofrecida por las iglesias y confesiones religiosas a sus miembros, cuando estos se encuentren en establecimientos públicos docentes, militares, hospitalarios, asistenciales, penitenciarios y otros bajo su dependencia" (Destaca la Sala).
En suma, la libertad religiosa protege no sólo protege el derecho a las manifestaciones positivas del fenómeno religioso sino también el de no ser obligado a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa cuando no se desea.

En  consecuencia, se tutelarán las libertades de conciencia, religiosa y de cultos y el derecho a la igualdad, en el sentido de ordenar al Comandante General de las Fuerzas Militares para que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente providencia inicie las siguientes actuaciones en relación con la Fuerza Naval del Pacífico de la Armada Nacional:

(i) disponer que se levante la prohibición - aquí demostrada - para la práctica de cultos distintos al Católico;

(ii) impartir órdenes en el sentido de que la asistencia a la práctica de cultos católicos tiene un carácter voluntario;

(iii) facilitar locaciones en las unidades militares para que se lleven a cabo servicios religiosos distintos al Católico; y
(iv) permitir el ingreso de los pastores o ministros de culto distintos al Católico a las unidades militares en condiciones que no afecten la seguridad de las mismas, para hacer posible la protección ordenada en el numeral (iii).
El derecho de petición
La H. Corte Constitucional, mediante la sentencia T-079 de 31 de enero de 2008, con ponencia del H. Magistrado Rodrigo Escobar Gil, reiteró su jurisprudencia en relación con las reglas básicas que rigen el derecho constitucional de petición así:
“Nuestra Carta Política, consagra en su artículo 23 que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”. 
Frente a las características esenciales del derecho de petición, ha sido abundante y reiterativa la jurisprudencia de la Corte Constitucional, al considerar que el núcleo esencial de este derecho reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión.  
En este sentido, esta Corporación ha presentado en sentencia T-1160A de 2001 un resumen de las reglas básicas que rigen este derecho fundamental de la siguiente manera:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.
“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.
“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.
“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 
“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.
“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.”
En la sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales más:
j) “La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del deber de responder”;
k) “Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado”.” (Resalta la Sala)
De acuerdo con la sentencia en cita para que la respuesta al derecho de petición satisfaga las exigencias establecidas en la norma constitucional esta debe ser 1) oportuna; 2) de fondo, clara, precisa, congruente con lo solicitado; y 3) puesta en conocimiento del peticionario.
La parte actora radicó derecho de petición el día 5 de octubre de 2012 ante el Ministerio solicitando un conjunto de garantías para el ejercicio de la libertad religiosa, según sello de radicación (Fl. 33 ibídem).

No obstante, según afirma la parte actora, no se ha dado respuesta a la petición elevada.
Teniendo en cuenta que no se trata de petición de documentos, ni se eleva consulta a una autoridad en relación con las materias a su cargo, se debe aplicar la regla general en materia de derecho de petición establecida en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, que dispone un término de quince días (15) siguientes a la radicación de la petición para dar respuesta.

Considerando que la solicitud fue radicada el día 5 de octubre de 2012, la respuesta a la misma debía efectuarse a más tardar el día 29 de octubre de esa misma anualidad; no obstante no se acreditó por parte de este que se hubiera dado una respuesta a la petición de 5 de octubre de 2012 por lo que se ordenará sobre tal aspecto.

Por otro lado, el día 31 de mayo de la presente anualidad, en atención a la presente demanda de tutela que hoy se analiza el Subdirector Nacional de Escuelas de la Policía Nacional profirió respuesta a la petición del 5 de octubre de 2012 (Fl. 59 ibídem), en el sentido de informar al señor Edgar Castaño Díaz sobre las actuaciones que adelanta la Policía Nacional en procura de la promoción y respeto de los derechos humanos, en especial, del respeto a la libertad religiosa y de cultos.

En virtud de lo anterior y atendiendo a que la Subdirección Nacional de Escuelas de la Policía Nacional no allegó al expediente constancia de recibo de la parte peticionaria, esta Sala amparará el derecho de petición de los señores Edgar Castaño Díaz, Carlos Arturo Torres y Álvaro Puentes Velásquez, en el sentido de ordenar al Subdirector de escuelas de la Policía Nacional que notifique la respuesta dada a la petición del 5 de octubre de 2012.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN PRIMERA, SUBSECCIÓN “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
PRIMERO.- AMPÁRANSE los derechos fundamentales a las libertades de conciencia, religiosa y de cultos y los derechos a la igualdad y de petición de los señores Edgar Castaño Díaz, Carlos Arturo Torres y Álvaro Puentes Velásquez. En consecuencia,
SEGUNDO.- ORDÉNASE al Comandante General de las Fuerzas Militares para que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente providencia inicie las siguientes actuaciones en relación con la Fuerza Naval del Pacífico de la Armada Nacional:

(i) disponer que se levante la prohibición - aquí demostrada - para la práctica de cultos distintos al Católico;

(ii) impartir órdenes en el sentido de que la asistencia a la práctica de cultos católicos tiene un carácter voluntario;

(iii) facilitar locaciones en las unidades militares para que se lleven a cabo servicios religiosos distintos al Católico; y

(iv)    permitir el ingreso de los pastores o ministros de culto distintos al    Católico a las unidades militares en condiciones que no afecten la seguridad de las mismas, para hacer posible la protección ordenada en el numeral (iii).
TERCERO.- ORDÉNASE al Ministro de Defensa Nacional que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta a la petición elevada el 5 de octubre de 2012, la cual deberá ser notificada conforme a los artículos 66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.

CUARTO.- ORDÉNASE al Subdirector Nacional de Escuelas de la Policía Nacional que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente providencia, notifique la respuesta dada por la entidad, de conformidad a lo preceptuado en los artículos 66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.

QUINTO.- NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes en la forma    establecida en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
SEXTO.- Si este fallo no fuere impugnado, ENVÍESE a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
LUIS MANUEL LASSO LOZANO
Magistrado
FELIPE ALIRIO SOLARTE MAYA

Magistrado
CLAUDIA ELIZABETH LOZZI MORENO

Magistrada
� Sala Cuarta de Revisión de la Corte Constitucional, Sentencia T-332 de 15 de abril de  2004.





